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La sociedad neoliberal chilena, la más consolidada de la región latinioamericana, ha 
sido remecida durante los últimos meses por un levantamiento generalizado de las y 
los jóvenes estudiantes tanto secundarios como universitarios desde la nortina ciudad 
de Arica hasta la austral Punta Arenas. Cientos de miles de jóvenes se han “tomado” 
(ocupado) las escuelas, las universidades y, sobre todo, las calles exigiendo y 
demandando a las autoridades gubernamentales, a la clase política parlamentaria, a 
los partidos políticos, o sea, a todos los actores que han monopolizado la política 
durante los últimos 21 años de régimen democrático autoritario electoral, el fin de 
la educación de mercado. Sin embargo, esta demanda no es solo una exigencia 
estudiantil al Estado o al régimen político, sino también, lo es para la propia 
ciudadanía nacional; en otras palabras, la movilización estudiantil exige y demanda la 
participación activa de la sociedad civil. En ese sentido, el levantamiento juvenil, 
estudiantil y ciudadano ha tenido la capacidad de convulsionar la “pax política 
neoliberal” establecida por las clases dominantes, los dirigencias políticas como por 
las ciudadanías neoliberales a lo largo de las últimas dos décadas en Chile.  

La movilización social y política de las y los estudiantes universitarios chilenos se 
inscribe en una larga lucha en contra de la mercantilización de uno de los derechos 
humanos y sociales fundamentales, el derecho a la educación. Esta lucha que se inició 
en los años ochenta del siglo pasado cuando la dictadura militar entregó dicho 
derecho a las fuerzas del mercado, es decir, a la iniciativa privada del capital e impuso 
a las y los ciudadanos nacionales, la “obligación” de comprar educación, en el 
naciente mercado de la educación. En aquellos años la vasta protesta estudiantil en 
contra de esas imposiciones se entrelazó con las masivas movilizaciones sociales y 
políticas por la democracia y el fin de la dictadura. La demanda estudiantil sectorial 
como tantas otras, ingreso a la gran “bolsa de demandas ciudadanas” que la 
dirigencia política conceptualizo como la: “deuda social” legada por el dictadura a la 
democracia.  

El movimiento estudiantil ochentero reclamaba, el fin de la mercantilización de la 
educación nacional universitaria y secundaria, la democratización efectiva de las 
universidades y su gratuidad. Todo lo cual implicaba la reposición del derecho a la 
educación en la sociedad chilena y el reconocimiento efectivo por el Estado. Al 
interior de las reivindicaciones del movimiento estudiantil consideraba, la demanda 
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de la condonación o el fin de las deudas contraídas por los estudiantes a través del 
sistema de crédito fiscal o universitario establecido por la dictadura y administrado 
por las Universidades. Este sistema crediticio había transformado las “becas de 
estudio” tanto las “académicas” como las socioeconómicas, desde 1981/2 en créditos, 
el cual los estudiantes debían devolver una vez egresados de la Universidad. Muchos 
de las y los estudiantes de los ochentas siguen siendo hasta el día de hoy deudores del 
sistema.  

Los gobiernos concertacionistas (1990-2010), democráticos y, supuestamente, 
antineoliberales, a través de un pacto político con los neoliberales autoritarios, 
hicieron viable la transición desde la dictadura al régimen autoritario electoral actual, 
mantuvieron y profundizaron la mercantilización de la educación nacional 
completando de esa manera la destrucción del derecho a la educación iniciado por la 
dictadura militar. A lo largo de estos años el movimiento estudiantil se movilizó por 
restaurar ese derecho como para mejorar su condición de estudiantes clientes. [1] La 
respuesta gubernamental fue, por un lado, represión policial, la cual costo la vida de 
un estudiante universitario en los años noventa. Y, por otro, la ampliación de un 
precarizado sistema de becas y, diversas modalidades de sistemas de créditos para 
“ayudar” a los estudiantes a pagar por su educación.  

Bajo el amparo institucional de los gobiernos concertacionistas el capitalismo 
académico se desplegó a todo su ancho por la República instalando cerca de 40 
universidades privadas y varias decenas de Institutos Profesionales y Centros de 
Formación Técnica. Transformando a las universidades estatales (Universidad de 
Chile, Universidad de Santiago como a las universidades regionales) en empresas 
capitalistas académicas: directamente financiadas por los estudiantes y sus familias 
con escasos aportes del Estado. La lógica empresarial capitalista (autosustentable) 
como la mercantil (vender formación académica y profesional como también 
servicios) transformó a la educación superior en una de las “industrias emergentes” 
más lucrativas y rentables de la sociedad neoliberal chilena. [2]  

La expansión de esta particular y específica empresa capitalista ha sido vertiginosa, 
amplia y arrolladora extendiéndose por todo el país, involucrando a cientos de miles 
de estudiantes, profesores, académicos, profesionales, trabajadores, etcétera. La 
cobertura, por ejemplo, o sea, el número de clientes atendidos aumentó, entre el año 
2006 y 2010, en un 100%. Actualmente, el sistema educativo superior concentra 
cerca de un millón de estudiantes-clientes. Las utilidades obtenidas por la mayoría de 
las empresas-universitarias han sido millonarias. En un cálculo muy simple y básico, 
tan solo como botón de muestra, si cada uno de los estudiantes en el sistema, paga 
por adquirir un titulo profesional, en promedio, aproximadamente 300 dólares 
mensuales, estamos diciendo que el sistema reporta más o menos 300 millones 
dólares mensuales y, por ende, 3 mil millones de dólares anuales. [3] Tan solo por 
concepto de aranceles. El capitalismo académico es, sin mucha discusión, altamente 
rentable para todos los que participan en el sistema. De acuerdo a una información 
periodística, según datos proporcionados por el Ministerio de Educación, la mayoría 
de las universidades públicas como las privadas obtuvieron utilidades durante el año 
2009. [4]  

Son estas cifras lo que explica la acérrima defensa de este lucrativo mercado por parte 
del emergente “empresariado académico” nacional. Este, está conformado por una 
extensa red social y política, en la cual participan distintos grupos económicos 



empresariales y sociales tanto nacionales como internacionales. A los cuales se han 
incorporado de manera activa la “clase política y dirigente”, vinculados a los partidos 
políticos con o sin representación parlamentaria. Por ello, es habitual encontrar en 
los directorios de estas instituciones a ex senadores, exdiputados; a exministros y 
exsubsecretarios de Estado, dirigentes políticos y diversos integrantes de las 
dirigencias centrales de los partidos políticos activos o en retiro, etcétera. La 
participación en este especial y relevante grupo se hace ya sea en la calidad de dueños 
directos como directores en las diversas corporaciones universitarias, institutos 
profesionales, centros de formación técnica públicos o privados.  

Podríamos sostener que en el manejo y gestión de la educación superior como 
también secundaria y básica, están presentes transversalmente los integrantes de la 
elite empresarial, política como de la elite social, cultural e política de la sociedad civil 
chilena. Los cuales expresan allí sus diversos intereses económicos, políticos, 
ideológicos y, académicos en torno a la educación. Al hacer una radiografía sobre 
quienes son los que controlan el mercado educativo nacional se observaría que todos 
los principales actores sociales e instituciones, desde las iglesias, instituciones 
armadas, corporaciones gremiales hasta los partidos políticos, tienen ya sea, una o 
más universidades como diversos institutos profesionales y centros de formación 
técnica o escuelas básicas, medias. Todos ellos venden educación, más allá si sus 
instituciones educacionales tienen fines de lucro o no.  

Por esta razón, se podría perfectamente afirmar que las y los estudiantes 
universitarios como las y los ciudadanos que los acompañan no solo se han rebelado 
ante el funcionamiento del mercado educativo superior sino también en contra las 
actuales estructuras de poder político, social y económico predominante en la 
sociedad neoliberal chilena. [5]  

El análisis de la estructura económica y financiera del mercado educativo superior 
nos indica que su composición interna sufrió una significativa modificación en el año 
2005 cuando el gobierno concertacionista del socialista neoliberal Ricardo Lagos y su 
Ministro de Educación Sergio Bitar promulgaron la Ley 20.027 que estableció el 
Crédito con Aval del Estado (CAE). Con dicho medida, eminentemente financiera, 
por ende desligada de todo sentido social, abrieron las puertas de la educación, por 
un lado, al sistema bancario nacional y, por otro, el ingreso a la educación superior de 
miles y miles de jóvenes, quienes por medio del endeudamiento bancario, podrían 
cumplir su “sueño” de alcanzar una profesión universitaria.  

En consecuencia, gracias a la “financiarización” [6] del mercado educativo la masa de 
ciudadanos-estudiantes en calidad de clientes-usuarios, creció de manera explosiva. 
Además, con el ingreso del sistema financiero bancario nacional con respaldo estatal 
se hizo posible la “educación para todos”. Ciertamente, para todos aquellos que 
podían o querían o se veían en la obligación de endeudarse para adquirir un titulo 
profesional técnico o universitario, en otras palabras, comprar a crédito educación, 
como se hace con cualquier otra mercancía que se vende en la sociedad chilena. La 
educación pasó a ser -como bien lo señalo el presidente Sebastian Piñera-, “un bien 
de consumo” [7] y no un derecho ni un bien público sino una particular mercancía. 
[8]  

Al cabo de un lustro de haberse establecido la “financiarización” en el mercado 
educativo los “clientes-estudiantes usuarios” percibieron que tanto el servicio como la 



calidad del mismo no tenían relación con los altos niveles de endeudamiento, por un 
lado, ni con los valores cobrados por las instituciones, por otro. Y, tal vez, lo más 
grave desde el punto de vista académico-laboral, era que los títulos profesionales 
adquiridos no los habilitaban para incorporarse al mercado laboral ni a ningún otro 
mercado existente en la sociedad neoliberal. El problema era que miles de jóvenes 
adquirían títulos profesionales y grados académicos profundamente devaluados. 
Aquellos que lograban terminar la educación superior se encontraban al cabo de dos, 
tres o cuatro años de estudios, endeudados con la banca nacional y, lo peor de todo, 
en la calidad de cesantes semi-ilustrados (la tasa de cesantía a nivel juvenil en Chile 
es, la más alta de la fuerza de trabajo nacional, según las estadísticas 
gubernamentales, esta alcanzaría alrededor del 19%). Ante este escenario 
profundamente adverso y desconcertante las y los jóvenes estudiantes, 
especialmente, los universitarios salieron a las calles a manifestar su malestar e 
indignación contra el mercado educativo superior. Desatándose una nueva batalla 
por la educación.  

En las calles de las principales ciudades del país, los estudiantes universitarios, 
especialmente, de las universidades públicas, se encontraron en los primeros meses 
con los estudiantes de las universidades privadas y de otras instituciones de la 
educación superior, pero también, con la masiva y bullanguera presencia de las y los 
estudiantes secundarios. El movimiento estudiantil universitario se transformó en 
una multitudinaria y colectiva acción social y política de la juventud chilena en contra 
del mercado educativo y contra del sistema político neoliberal. La protesta de los 
jóvenes al correr de los meses adquirió tintes de rebelión social y política.  

La potencia política y social de esta rebelión juvenil y estudiantil con sus masivas 
marchas, ocupaciones de establecimiento y, sobre todo, con su radical crítica al 
sistema educativo nacional abrió la estructura oportunidades políticas para que se 
incorporaran a la rebelión activamente miles y miles de ciudadanos antineoliberales.  

En efecto, los ciudadanos “subpolíticos” antineoliberales que desde la instalación del 
sistema político democrático autoritario han estado trabajando y haciendo política 
social en los márgenes institucional de él, irrumpieron y se sumaron con sus 
históricas demandas a la movilización estudiantil, ampliando la base social y política 
de la rebelión juvenil. De esa forma, la movilización estudiantil en un lapso corto de 
tiempo se transformó un masivo movimiento social y político ciudadano de 
orientación anti-neoliberal. [9]  

Lo que convoca transversalmente a este movimiento ciudadano antineoliberal es, 
fundamentalmente, la reposición en la sociedad chilena, en primer lugar y, tal vez, 
ante todo, el derecho a la educación y, en segundo lugar, la refundación de la política 
democrática. Ambas cuestiones constituyen demandas radicales que prometen 
alterar completamente la forma como se ha organizado la sociedad chilena en los 
últimos 30 años. Es esta condición la que nos permite sostener el carácter de rebelión 
de la actual movilización ciudadana.  

Para el movimiento la reposición política y ciudadana del derecho a la educación es 
primordial. Por esa razón, considera que dicho derecho debe estar en el centro de las 
preocupaciones políticas y sociales no solo del Estado, como fue durante el siglo 
pasado, sino, esencialmente de la sociedad civil, o sea, de las y los ciudadanos. No se 
trata de estatizarlo sino de ciudadanizarlo. La ciudadanización de este derecho 



implica que quienes se hacen cargo de él, son los propios ciudadanos los cuales, de 
una u otra, de manera colectiva “mandatan” al Estado, a través de un régimen político 
democrático participativo, hacerse cargo de la operativa que implica su 
implementación. En esta dimensión el movimiento ciudadano en su vertiente popular 
se plantea asumir la responsabilidad de la educación en sus propias manos. Este es 
un punto profundamente innovador de algunos sectores políticos que integran y 
participan en el movimiento, ante la tradicional y desgastada apelación estatista.  

Ahora bien, la demanda por una educación gratuita y social y estatalmente 
garantizada, evidentemente, debe ser asumida por una nueva forma estatal. Tanto la 
actual forma estatal neoliberal como el régimen de democracia protegida existente no 
pueden hacerlo. Como lo han expresado los defensores del neoliberalismo, la 
existencia de una educación pública gratuita desde la preescolar hasta la superior es 
políticamente imposible implementarla, pues sería contrario a todos sus 
planteamientos políticos y, sobre todo, económicos. [10] La única forma que queda al 
movimiento es lograr la reestructuración integral del sistema educativo nacional. Ello 
implica, en otras palabras, el fin del mercado de la educación en Chile.  

La demanda por gratuidad esta siendo ampliamente discutida y analizada por los 
distintos actores políticos y sociales del país. Diversas argumentaciones han sido 
construidas tanto por aquellos que se le oponen como por los que están a su favor. 
Sin embrago, la discusión política entorno a este punto tiene inmovilizado tanto al 
gobierno del Presidente Sebastian Piñera como al movimiento juvenil, estudiantil y 
ciudadano. Podríamos sostener que el conflicto se encuentra en empate. La posición 
del gobierno y de los actores políticos y sociales ligados al empresariado del 
capitalismo académico sostiene que establecer la gratuidad del derecho a la 
educación es imposible en Chile. El propio presidente Sebastián Piñera ha cerrado 
completamente esa posibilidad al señalar que Chile no puede ofrecer ese sistema. 
Pues el gobierno, “no ha asumido la causa de educación gratuita por dos razones. 
Primero, porque Chile no está posibilitado de alcanzar esa meta. Pero en segundo 
lugar, porque no es justo que con los impuestos que pagan los más pobres de 
nuestro país estemos financiando la educación de los más ricos” .  

El camino para enfrentar la demanda estudiantil y ciudadana por parte del gobierno 
de derecha ha sido similar a la seguida por los cuatro gobiernos concertacionistas en 
el pasado reciente, reforzar la entrega de becas. Y, en ese sentido el anunció de la 
generación de un sistema de becas que buscara financiar al 40 por ciento de los 
hogares más pobres del país no más que continuar la misma política pública 
construida por la dictadura y la concertación. No hay novedad en el ofrecimiento. Lo 
mismo ocurre con el otorgamiento de créditos para los otros grupos socioeconómicos. 
El fundamento de esta política se encuentra en las declaraciones del ministro de 
Hacienda, Felipe Larraín, quien también planteó que sería injusto entregar educación 
gratuita para todos los estudiantes y que, además, el país no está en condiciones de 
cubrir esa demanda. Esta fundamentación ha sido asumida y respaldada por otros 
sectores políticos ligados a la Concertación de Partidos Políticos por Democracia 
como también por algunos sectores de la izquierda nacional. Con la idea de rechazar 
la gratuidad para todos, incluso para los sectores con mayores ingresos, todos están 
aceptando que la educación siga siendo “vendida” en el mercado educacional y ésta 
siga siendo comprada por las y los ciudadanos interesados en obtenerla. Bajo el 
equivocado principio de que no se debe financiar la educación de aquellos que 
pueden pagarla, se busca mantener un sistema altamente lucrativo para el capital 



privado, pero profundamente injusto e incluso inhumando para el resto de los 
ciudadanos que deben realizar enormes esfuerzos materiales para comprar un titulo 
profesional.  

Establecer la gratuidad de la educación supone terminar con el capitalismo 
académico, implica en lo sustantivo no la desaparición del sistema privado educativo, 
pero si su reducción significativa. A nivel de la educación superior universitaria, 
implicaría, el fortalecimiento de las universidades públicas, específicamente, las 
estatales. Estas debieran abrir sus puertas a todos los jóvenes que egresen de la 
Enseñanza Media. Por tanto, abolir los odiosos sistemas de selección y 
discriminación actualmente existentes. La Universidad de Chile como la Universidad 
de Santiago de Chile, debieran volverse universidades nacionales dispuestas a recibir 
jóvenes provenientes de todos los estratos socioeconómicos. Debiera fundarse el 
Instituto Nacional de Formación Superior Técnica y Profesional, que atendiera a 
todos aquellos jóvenes interesados en obtener una profesión técnica profesional no 
universitaria.  

Todo este sistema de educación publica-ciudadana debiera ser sostenido por la 
sociedad civil, o sea, en otras palabras por la ciudadanía, a través de un sistema, no 
competitivo y lucrativo como el actual, si no de carácter fraternal y solidario. Para tal 
efecto, los que tienen más deben ayudar a los que tiene menos, para que ello ocurra se 
requiere de una reforma tributaria profunda que permita obtener los recursos 
necesarios para financiar un derecho humano que es considerado por todos como 
fundamental. Por esa razón, ética y política, debe ser rescatado de las manos 
(in)visibles del mercado capitalista neoliberal.  

Por otro lado, debiera también establecerse constitucionalmente que ninguna 
institución universitaria, media o básica debiera cobrar por ofrecer educación.  

Al momento de escribir esta presentación la batalla por la educación sigue su curso, 
las posiciones de los principales actores sociales y políticos involucrados se 
mantienen tal como se plantearon hace cinco meses atrás. Sin embargo, la 
dominación y la hegemonía capitalista neoliberal en Chile ha comenzado agrietarse.  

Evidentemente que para superar y transformar la sociedad neoliberal se requieren 
muchas más grietas. Se necesitan de más y más ciudadanas y ciudadanos en las 
calles, que estén dispuestos cambiar total y radicalmente las actuales estructuras del 
poder político, económico y social. En otras palabras, hay que abrir las grandes 
alamedas no solo para pasen las masivas y lúdicas marchas juveniles sino para darle 
paso a todos los hombres y mujeres dispuestos a hacer posible el cambio 
revolucionario ciudadano.  

De no producirse esa acción histórica, la batalla por la educación quedara encerrada 
en los estrechos espacios del conflicto tan propio de las sociedades neoliberales, o sea, 
entre el Estado, el Mercado y la Sociedad Civil. Como ya sabemos cuando ello ocurre, 
el único ganador hasta ahora ha sido el Mercado y el Estado, y la Sociedad Civil, ha 
sido permanentemente derrotada. Salvo quizás en las sociedades latinoamericanas 
que han buscado liberarse del mercado o de las decisiones mercantiles estatales 
como, por ejemplo, la boliviana.  



 
 

 

NOTAS: 

[1] Diversas movilizaciones estudiantiles universitarias fueron realizadas durante el 
gobierno concertacionista del demócrata cristiano Eduardo Frei Ruiz Tagle. En una 
de ellas fue muerto por un disparo de las fuerzas especiales de Carabineros, el joven 
estudiante de la Universidad Tarapacá, Daniel Menco Prieto, el 19 de mayo de 1999. 
Los estudiantes protestaban por el déficit del Fondo Solidario establecido por el 
Estado Neoliberal, destinado a financiar los estudios superiores a estudiantes de 
menos recursos.  

[2] Cfr. María Olivia Mönckeberg, El Negocio de las Universidades en Chile. Ed. 
Debate, Santiago de 2007.  

[3] El año académico en Chile contempla 10 meses.  

[4] El ranking lo encabeza la Universidad Tecnológica de Chile, cuyos “dueños” son 
los empresarios agrupados en la Confederación de la Producción y el Comercio, que 
obtuvo 17.329 millones de pesos, es decir, 34 millones de dólares. Entre las 
Universidades del Consejo Rectores de Chile, publicas y privadas tradicionales, 
quien obtiene mayores utilidades es la Pontificia Universidad Católica de Chile, con 
20 millones de dólares. Mientras que la Universidad de Chile, con 7,8 millones de 
dólares.  

[5] Hemos desarrollado la hipótesis de que nos encontramos asistiendo a una 
efectiva rebelión política y social en la sociedad neoliberal chilena, en nuestro 
trabajo: Agrietando al capitalismo neoliberal. La rebelión social y política juvenil, 
estudiantil y ciudadana, Chile 2011.  

[6] Utilizamos el concepto de financiarización en el sentido que le otorga el 
economista Claudio Lara Cortés, Auge de la Financiarización y Estancamiento de la 
Economía chilena, en Economía Crítica & Desarrollo, Año 1, N°2, Semestre II, 2002. 
Se entiende por tal la tendencia de las grandes empresas (o grupos económicos) a 
colocar cada vez más recursos en activos financieros en lugar de invertir en el 
sector productivo, en el caso que nos ocupa en colocar activos financieros en el 
ámbito de los servicios educacionales, vía la banca. 

[7] El 19 de julio, el presidente Sebastian Piñera, declaro que la “educación es un 
bien de consumo” como también de “inversión”. Expresando abiertamente, la idea 
fuerza que posee el gobierno en relación a la educación. Como es sabido, para el 
neoliberalismo, la educación es un gasto, un consumo, una inversión. Por lo tanto, 
se debe pagar por ella, sobre todo porque se trata de un producto que beneficia al 
individuo. Si el individuo no puede pagar inmediatamente, debe acceder a un 
crédito. Si no puede acceder a un crédito, se le debe ayudar a conseguirlo, y 
posteriormente apoyar, para que lo pague. Pero se debe pagar, pues en principio es 
un bien de consumo. En ese sentido, la educación es un capital, el conocimiento es un 
capital, el saber es un capital. La educación representa hoy un gasto que producirá 
mañana un suplemento de riqueza y de bienestar. Queda entonces claramente que 



para el pensamiento neoliberal la educación nunca podría ser un bien de consumo 
gratuito. Para muchos, como por ejemplo, para el director de la Escuela de 
Educación General Básica de la Universidad de Santiago de Chile, Jaime Retamal 
Salazar, “la educación de calidad en Chile es un bien de consumo caro, y que sólo 
puede ser adquirida mediante una fuerte inversión. Eso no se discute”, en 
http://blog.latercera.com/blog/jretamal/entry/la_educaci%C3%B3n_es_un_bien, 
visitado el 20 de octubre.  

[8] Una interesante y oportuna discusión en torno a la condición de “mercancía” de 
la educación es el artículo del economista Yemil Harcha Raffachelo, Reflexiones 
sobre el lucro en la Educación, Magíster en Economía, Escuela Latinoamericana de 
Posgrado, ElAP-Universidad ARCIS, septiembre 2011.  

[9] He sostenido en diversos trabajos en donde analizo la fragmentación de la 
ciudadanía en las sociedades neoliberales avanzadas, la existencia de diferentes 
tipos o formas de ciudadanía. Una de ella es la ciudadanía de las y los subpolíticos, 
los cuales se caracterizan por ser profundamente críticos con la forma institucional 
que adquirió la democracia pos-dictadura, se plantean alternativos y 
antineoliberales, defensores del medio ambiente, pro-democracia social 
participativa, por lo general, aunque no es una condición necesaria para asumir 
este tipo de ciudadanía son abstencionistas electorales. Para mayor información 
sobre este tema consúltese mi libro: Política, Ciudadanía y Democracia en una 
sociedad neoliberal, Chile 1990-2010. Editorial UARCIS-CLACSO, Santiago de 
Chile, 2010.  

[10] Así lo ha expresado, por ejemplo, el exministro de Estado del gobierno de 
Sebastian Piñera, Felipe Morandé, quien en sus Reflexiones neoliberales sobre el 
debate educacional, sostiene que la mejor formula para superar la crisis del sistema 
educativo actual es más y más neoliberalismo. Cfr. La Tercera, Sábado 22 de 
octubre de 2011, págs. 74.  
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